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por la Secretaría. de Estado de Empleo y Relaciones Laborales
ha habido un trato discriminatorio para Intersindical Nacional
Galega UNG). al quedar ésta excluida de las consultas y, en
d>!finWva, de la representación, a pesar de tener el carácter de
sindicato más representativo, de acuerdo con el criterio que
fija la disposición adicional 6.8 del Estatuto de los Trabaja~

dores.
De existir tal trato discriminatorio, nos hallaríamos ante un

atentado al artículo 28.1 de la Constitución y al artículo 14,
pi'eceptos que debe" ser examinados conjuntamente, como 10
hizo el Tr~bunal Europeo de Derechos Humanos en sus senten­
cias de 27 de octubre de 1975 y de 6 de febrero de 1978, y lo
ha hecho recientemente este mismo Tribunal en la suya de Z2.
de julio de 1982.

2. Según la Central Sindical recurrente, la infracción se
ha producido porque la ING goza de la cualidad de sindicato
más represt"ntativo en los términos de la disposición adicio­
nal B.a del Estatuto de los Trabajadores, por ser un sindicato
implantado en una Comunicad Autónoma donde obtuvo más
del 15 por 100 de los votos en las elecciones sindicales de 1980,
lo que le da derecho al mismo trato que re(men las centrales
de implantación nacional, UGr o CC. OO., y más en concreto.
al mismo de que ha sido objeto otra central, cual es la ELV-STV,
que tiene, como la recurren.te, implantación sólo en una Co­
munidad Autónoma, po'r lo que ni siquiera este extremo seria
justificación suficiente para la exclusión de 'la solicitante del
amparo. '

3. La existencia de un sistema de pluralismo sindical, que
tiene su origen en la libertad sindical del articulo 28 y res­
ponde en su concreta configuración a un proceso electoral de
tipo proporcional, trae consigo la existencia de una multiplici~

dad de centrales sindicales'y plantea el problema de determi­
nar a cuáles de éstas ha- de corresponder la representación de
los intereses de los trabajadores, que sería notablemente mer­
mada en su eficacia si se atribuyese par igual a todos los sin­
dicatos existentes. Para hacer frente a este problema. el orde·
namiento jurídico utiliza el criterio de la mayor representa ti­
vidad para reconocer a las centrales que la ostenten el derecho
a defender los derechos de los trabaiadores en la negociación
colectiva o ante organismos de la Administración.

Ese mismo criterio es el que utilizó el fl,rtfculo 3, apartado 5,
de la Constitución de la Organización Internacional de Traóajo,
seglj:u el cuaL para la Conferencia los citados miembros se obU­
gán a ..designar. a los delegados y Consejeros Técnicos IJ.O gu­
bernamentales, de ..acuerdo con las organizaciones profesiona~

les más representativas de empleadores o de trabajadores, según
el caso, siempre que tales organizaciones existan en el paíS
de que se trate., No se dan, sin embargo, reglas de valor ge­
neral para determinar qué ha de entenderse por cirganizar:iones
más representativas ni se establece qué porcentaje o represetl.ta.
tividad debe exigirse como minimo para determinarlas o en
qué ámbito territorial. ha de medirse. Los criterios para decidir
cuáles son a estos efectos las centrales más significativas de­
ben ser establecidas por cada Estado. Ello no quiere decir, sin
embargo, que cualquier criterio sea lícito, porque, como OCUrrE!
siempre que esta en juego el principio de igualdad, cel criterio
tiene que ser de carácter objetivo o fundarse en elementos que
no ofr~zcan posibilidad de parctalidad o abuso. (informe 36,
caso numero 190, párrafos 195 del Comité de Libertad Sindical
del Sonsejo de Administración de la OIT).

Tal objetividfld ha' de' medirse en relación con el objetivo de
la designacióq de representantes, o, en concreto, con el ám­
bito territorial del ente o de la Administración ante la que ha
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, 'l don Francisco
Rubio. Llorente: don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don
FranCISCO Tomas y Valiente, don Plácido Fernández Viagas y
don Antonio Truyol Serra, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la 3i~uiente

SENTENCIA

En el r~curso de amparo número_ 131/1982, promovido por
doña Catalrna María ZoTrilla Villarreal, representada por el
Procurador don Justo Alberto Requejo y Pérez Soto, contra
auto de. 12 d.e marzo de 1982 dictado por el Juzgado de Primera
InstanCIa ?umero 23 de Madrid denegatorio de ejecución a
efectos ciViles de sentencia callónica de nulidad matrimonial.
Habi.endo compRrecidc 'el Ministerio Fiscal y siendo ponente el
Mf'..g"I.strado don Plácido Fernández Viagas, quien expresa el pa·
recer de la Sa!a.

ANTECEDENTES

1.- Don Justo Al bé,rto R~q 'wio V Pérez Soto Procurador de
los Trib\1n'1 h ". en n~mbre y !"pp.resent8.ción d~ doñl't Catf\Hna
Zorrd::-t \'d]'--r"'h.l, que acreditó can cap:"\. de la escritura de
poder que acompañaba, compareció ante este Tribunal mediante

de darse la representación, extremo este q1,1e obliga a declarar
infundada la tesis de la central recurrente, según la cual el
criterio de la di'Sposici6n adicional e.a del Estatuto de los Tra­
bajadores seria aplicable en el ámbito internacional. Por el
contrario, hay que tener en cuenta que dicha disposición adi­
cional se- refiere en forma expresa a la representac;ión cante la
Administración Pública u otras Entidades u Organlsmos de ca­
rácter nacional. y aquí nos hallamos ante un Organismo de
carácter internacional, cual eS la OIT.

El que en el presente caso no se haya aplicado a la c_entral
recurrente el criterio de la citada norma, que si se le ha apli­
cado, según ella misma reconoce. en las hipótesis contempladas
por el precepto, no significa que se le haya dispensado un trato
desfavorable. carente_ de justificación.

4. No es, por tanto. dicha norma la que ha de servimos
como criterio para enjuiciar ·la acción de la ~Administración
en el presente caso, sino que ésta ha de ser contemplada a par­
tir de la naturaleza internacional del organismo ante el qU&
ha de darse la representación aquí debatida. .

La Administración Pública. tras las consultas que ha con­
siderado oportunas. ha designado representantes .de las dos
centrales que ha estimado más representativas en el ámbito
nacional y ha designado también a un representante del sin·
dicato ELA~STV y no, en caro ')10, del sindicato gallego, hoy
recurrente. El problema planteado se reduce, por tanto, 8 de­
cidir si esta última distinción supone una discriminación entre
ambas centrales, dado que tanto la una como la otra obtuvieron
más del 15 por 100 de votos en las elecciones sindicales de la
Comunidad Autónoma respectiva. Hay que advertir a este reS­
pecto que no es función del Tribunal Constitucional examinar
la oportunidad del cf'iterio adoptado, ni su mayor o menor
adecuación al fin perseguido ni decir si es el mejor de los
posibles que puedan aplícarse. La función del Tribunal COns­
titucional es solamente resolver si en este caso concreto la de­
cisión de la Administración puede calificarse de arbitraria y
discriminatoria, por no estar fundada en unos hechos que ex­
pliquen la distinciÓn establecida entre ambas centrales. De las
antecedentes resulta que el sindicato vasco (ELA-STVl obtuvo
el primer puesto en las elecciones sindicales de su Comunidad
Autónoma, mientras que la central gallega <INGl recurrente
consiguió el tl."fceto en la suya, lo que constituye un elemento
diferencial entre ambas que permite calificar la decisión gu­
bernflmE'ntal como no arbitraria o discriminatoria y conduce,
en consecuencia, a la desestimación del recurso, por no haberse
producido infracción del artículo 14 de la Constitución. -

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION 1':SPAÑOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la Inter~

sindical Nacional Galega.

Publíquese esta sentencia en el ~BoleUn Oficial del Estado-.

Madrid, diez de noviembre de mn novec_icntos ochenta y
dos.-:vl:anuel García-Pelayo y Alonso.-·An~ül Lalorre Segura.­
Manuel Oíez de VelElsco Valle:o-Gloria Verl1é Cantón -Rafael
Gómez Ferrer Morant.-Angei Escudero ,del Corral.-Firmados
y rubricados.

escrito de 6 de abril del presente año e interpuso recurso de
amparo constitucional, fundado. segun dijo, en violación de los:
artículos 14, 16_3 Y 24 de la Consti.tución, comNida por Quto
de 12 de marzo de 1982, dictado por el Juzgado óe Prim8fa Ins­
tancia número 23 de Madrid, cuya copia acompañó y que dE'ne­
gaba la ejecución a efectos civiles de la sentencia de nulidad
de matrimonio dictada por el venerable Tribunal eclesiástico de
la Diócesis de Madrid-Alcalá. el 13 de mayo de 1980. El re(:urso sa
basaba. en los siguientes hechos:

El recurrente interpuso demanda de nulidad matrimonial
ante el Tribunal del Arzobispado de Madrid·Alcalá el 8 de
febrero de 1978. demanda que fup admitida y contestada, en la
indicada fecha. Dicho Tribunal era el único competente para
tramitar causas de. nulidad entre personas casadas can6nica­
mente. de acuerdo con lo establecido en el Concordato de 28 de
agosto de 1953; la sentencia a la que nos referimos, por tanto,
fue dictada por el Tribunal al que daba validez el Estado espa­
ñol; la competencia de los Tribunales eclesiásticos en esta ma­
teria era exclusiva, como lo reconoce el Acuerdo entre la Santa
Sede y el Estado español en Orden de 3 de enero de 1979, cuya
disposición transitoria segunda ordena que las causas pendientes
sigan tramitándose ante ell08 y que las sentencias tendrán
efectos civiles: esta disposición transltoria ha sido violada por
el Juzgado de Primera Instancia número 23 cuando se le denie­
gan sus efectos civiles; el Intento del Juzgado civil de aplicar
un derecho p0sitivo impllca la indefensión de la r!lcurrente, la
discr: n,1inación por ~allsa de reli~ión y el lncumplim~to de un
acuerdo internacicnal suscrito por el Est<ldo españG1, pues se
trata de una sentencia. dictada por un Tribunal español compe~
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teute. lo que impUcala inaplicabilidad del articulo 80 del Código
CIvil y 954 de l&.. Ley de Enjuiciamiento Civil¡ en cuanto a los
fundamentos de derecho. después de alega.r lo conven:ente res­
pec.to a jurisdicción f competencia. capa.cidad y legitimación,
postulación y fondo, ratificaba que se trata de un supuesto del
artículo 44 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional,
habiendo cumplido los requisitos exigides respecto a a.gotamien­
to de los recursos y a que la violación del derecho 8S imputable
de modo inmediato y directo a una omisión de un ór~ano judi­
cial y. en 10 posible, debe estimarse cUJ:nplido el reqe.isito de
invocación formal del derecho vulnerable, por Jo que se termi­
naba con la súplica de que, previos los trámites legales, se
dictara en su dia sentencia concediendo el amparo solicitado
con declaración de nulidad del auto recurrido y el restableci­
miento de los derechos vulnerados.

2,0 Con fecha 12 de mayo siguiente la Sección Tercera de
este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda y dirigir
comunicación al Juzgado de Primera Instancia número 23 de
Madrid a fin de oue remitiera certificación de las actuaciones
correspondientes, emplazando a quienes hubieran sido parte en
los autos ante este Tribunal Constitucional.

3,0 Por providencia de 23 de junio la Sección acusó recibo
al aludido Juzgado de las actuaciones a que se ha hecho men­
ción y acordó dar vista por plazo comÍln de veinte dias al Procu­
rador de la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, a fin de que
presentaran l&!i alegaciones que estimaran convenientes.

-4.° En cumplimiento del anterior proveido. el Fiscal formuló
escrito de alegaciones en que, después de aceptar la relación
de hechos sustancialmente expuestos en escrito de demanda,
en su fundamentación jurídica, después de rechazar la nece­
sidad de acudir, previamente al recurso de ,amparo, al _proce­
dimiento correspondiente,. a que se refiere el articulo 44.1 de
la LOTC, por no ser este un requisito de procedibilidad y entrar
en el fondo sometido.a análisis, respecto al cual la resolución
recurrida puede dar base a que las resoluciones dictadas por el
Tribunal ecleshistico sobre nulidad de matrimonio o las deci­
siones sobre matrimonio rato y no consumado no tienen eficacia
legal de orden civil. cuando el procedimiento se tramita en
rebeldia del demandado; el Fiscal rechaza este planteamiento
que obligarla a los interesados, cuando concurra el supuesto,
a resignarse a permanecer inactivos o iniciar un proceso civil
de .declaración de nulidad de matrimonio canónico. de acuerdo
con la disposición que contiene la Ley 30/1gB1, de '] de junio,
con el grave problema de conciencia en el ejercicio de libertad
religios~ que puede representar para muchos interesados; el
neutralIsmo confesional constituye un prinGip'io básico de la
Constitución espaí\ola. compatible con las relaciones de coope­
ración con la Iglesia Católica y las demás confesiones; este
principio cooperativo se patentiza con el Acuerdo entre el Estado
espaí\ol y la Santa Sede de 3 de enero de 1979 y en el cual
se reconoce la. enqacia civil de las resoluciones eclesiásticas si se
declaran ajustadas al Derecho del Estado y se dispone que las
'Causas pendientes seguirán tramitándose ante los Tribunales
eclesiásticos garantizando también sus efectos civiles: esta
es la situación en que se encontraba, en el momento de rati­
ficarse el acuerdo, el proceso iniciado por la demandantej la
etapa final de la evolución legislativa en esta materia. se re­
fleja en la Ley 3D/1gB1, en la que hay que destacar el articulo 80
que declara la eficacia de las sentencias de los Tribunalef, Ecle­
siásticos, si se declaran ajustados al Derecho del Estado por
el Juez civil competente. segun la Ley de Enjuiciamlento Civil
y la disposición adicional segunda de Ja Ley que establece que,
presentada la demanda. el juez dará audiencia al otro cónyuge
y al Fiscal y si, habiéndose formulado opo,sición, aprecia que
la resolución es auténtica y aiustada a Derecho del Estado,
acordará su eficacia en el orden civil y BU ejecución con arreglo
a las disposiciones del Código Civil; parece que la resolución
positiva del juez está supeditada a que no exista oposición. pero
del numero 3 de la misma deduce que esa resolución positiva
puede producirse a pesar de la oposición; por otra parte, es
de reconocer que el articulo gS4 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil tiene una fácil interpretación, pues alude a que la efi·
cacia interna de las ejecutorias se regula por lo dispuesto en
los p.rticulos 951, 952 Y 953 de la misma Ley y sólo en el caso
de no estar en alguno de estos supuestos, la ejecutoria tendrá
fuerza en España cuando no haya sido dictada en rebeldia:
pues bien, interesa destacar que el articulo 951 determina que

-las sentencias firmes pronunciadas en países extranjeros ten­
drán en España la fuerza. determinada en el tratado respectivo,
asi en el Acuerdo dictado en Ig79 entre España y la Santa
Sede; por tanto, la efIcacia civil de las sentencias de nulidad
d.e mat~imonio canónico acordadas por los Tribunales Eclesiás­
tICOS. tienen como fuente reguladora las disposiciones de la
Ley de 1981 V el Acuerdo tantas veces citado, debiendo prevale­
cer en caso de discrepancia las normas de este ultimo; aun
aplicadas directamente, las disposiciones de la Ley de 1981 con
referencia al artículo 954 no permiten la constatación de los
condicionamientos que enumera dicho articulo y corno cons'e­
cuencia. de la c~usa obstativa segunda (si la sentencia hubiera
sido dictada. en rebeldia.) y ello por existir una. norma con el
rango de tratado que regula esta materia: por todo lo expuesto,
el Ministerio Fiscal solicitaba sentencia otorgando el amparo..

5,0 La representación de la recurrente. dentro del plazo con.
cedido. presentó también su escrito de alegaciones en el que
hizo resaltar que la sentencia cuya ejecución fue denegada
por el Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid fue -

dicta:do por un Tribuna.~ ,.reconocido .por' el Estado e~pai:ol.
re.unlendo todos los reqUlsltos reconoc!dos para. su vai¡dl;z se­
gun la normatIva vig~nte al iniciarse el proceso e incluso lrus
~8 fecha.. de la. 8e~tenda; que denegar su ejecución 6up¿'ne ),;,
I~defenslón del clUdadano al que se priva de la tutela jUri­
df~a que ~ume el Estado; el ca.w está tratado en la. dlspc.si­
Clan transltoria segunda del Acutrrdo entre la Sant&. Sede y el
Estado esp~ño~ de 1972, que supone una prórwga de los tribu­
males e.cleslást:.cos.: que las sentencias dictadas por estos tribu­
nales tIenen el mismo valor que las de los tribunales eS¡::'l1r.cles.
po.r ,lo que no p~ede aplicar~ el articulo gS4 de la Ley de E08
lll;lc.!amlen~ CiVIl; dicho artículo, junto con el 80 del Código
CiVil se refIeren a causas de nulidad y matrimonio rato y no
consumado cUya interposición lea posterior a la entrada en vi·
g?r del Acuerdo mencionado: por todo lo cual ratific6 la soli­
cItud de amparo.

. 8.° La Sala, en su reunión de;' día 29 de septiembre de 1982
a.cordó unir a las actuaciones los escritos presentad0s haciendo
entre~a de las copias a las partes personadas; señalando para
la. delIberación y. votación el siguiente día 13 de :;)ctu~re y nom­
bJCando ponente al Magistrado de la Sala señor Fernández
Vlaga~; en la fecha indicada se inició la deliberaciÓn sin que
se ~ltImara en ese dia, continuándose en los siguientes' no
habléndose podido pronunciar la sentencia en el plazo' que
estable.ce el articulo 52.3 de la LOTC por las ocupaG-JQnes que
esos dlas han pesado sobre el Pleno del Tribunal '1 la propia
Sala sentenciadora.

FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. Que antes de entrar en el caso controvertido en estos
autos hemo6 de tratá.r el tema., que sugiere el Fiscal, de 1&
comprobación de haberse agotado la via judicial previa. En
efecto, el articulo 44.1.a) de la LOTC autoriza el recurso de am­
paro, siempre que se hayan agotado todos los recursos utili­
zabies dentro de la via judicial. La doctrina de este Tribunal
expresa al. respecto el criterio de que sólo podrá conocer del
fondo de la cuestión planteada cuando el recurrente haya ago·
tado las vias procesales de que dispone, siD obtener la debida
protección de los derechos que invoca. Y, ya que la Ley 3O/1gB1.
de 7 de luBo, que regula el procedimiento especial para las
demandas en solicitud de 1& eficacia civil de las resoluc.iones
de los Tribunales eclesiásticos•. determina que contra el auto
resolutorio que. en sentido denegatorio, dicte el Juez, no se
dará recurso alguno, pero aflade que -quedará a salvo el dere­
cho de las partes y del Fiscal para formular su pretensión en el
procedimiento correspondiente. (diSpOsición adicional segunda,
punto S): cabe preguntarse si el óbice de procedibllidad que
ello supone, respecto al recurso de amparo, cuando el recu­
rrente ha hecho uso de esta facultad, hace inexcusable la ter·
minaci6n del proceso correspondiente con carácter previo a la
interposición del amparo. La Sala estima que esta interpretación
seria en absoluto improcedente, como lo pone de manifiesto la
simple comparación de la literalidad de los preceptos que aca­
ban de ser citados. En efecto. mlentras el articulo 44.1.at'" ae
la Lo"Tc exige el a~otamie.nto de todos los -recursos.. , la Ley 30/
19B1 alude a -procedimiento correspondiente., términos que no
son en absoluto intercambiables. El reconocimiento de un prace·
dimiento más para reclamar el derecho 'nada tiene Q.ue ver, en
sentido técnico, con el agotamiento de la via de recursos a
que se refiere la LOTCj aquél constituye un derecho que puede
o no ejercitar la parte y que, de hacerlo, abre un nuevo cauce
judicial que debe ser agotado antes de resIdenciar en sede
constttucion&1 el tema; pero que puede ser renunciado porque
a nadie se le puede obligar al seguimiento de un nuevo proceso
para remediar, en su caso. una violación de un derecho funda­
mental ocurrido en procedimiento distinto y agotado.

2. En cuanto al reconocimiento legal de eficacia en el orden
civil de las resoluciones dictadas por los Tribunales eclesilLsti­
cos sobre nulidad de matrimonio canónico y decisiones ponti­
ficias sobre matrimonio rato y no consumado, se sustenta de
una. parte en el carácter aconfesi"onal del Estado -articulo 16.3
de la Constitución esraí\ola- y. de otra: en el párrafo siguiente
del propio texto lega que obliga a los poderes publicas a tener
en cuenta las creencias religiosas de la sociedad esp~ola y
mantener las consiguientes relaciones de cooperación. Pues bien.
es este principio cooperativo el que se expresa en el Acuerdo
entre el Estado espaflol y la Santa Sede de 3 de enero de 1979,
en.el-que se reconoce a la Iglesia Católica. entre otras. las acti8
vidades de jurisdicción; y asi, el articulo VI.2 del mismo auto­
riza a los contrayentes • acudir a los Tribunales eclesiásticos
solicitando declaración de nulidad o decisión pontificia sobre
matrimonio rato y no consumado, otorgando a dichas decisiones
eclesiásticas la eficacia civil 11 8e declaran ajustadas a~ Derecho
del Estado en resolucr'ón del Tribunal civil compe-tente: la dis­
posición transitoria segunda instaura un régimen transito:-io
para- las causas pendientes, que se seguiré.n tramitando ante
los Tribunales eclesiásticos y sus sentencias tendrán efectos
civiles a tenor de lo dispuesto en el articulo XXIV del Concor­
dato de 1953.

El citado articulo XXIV del Concordato obligaría a comuni­
car la sentencia. una vez firme y efectiva, al Tribunal civil
competente, el -cual" decretarfa lo necesario para su ejecución
a efectos civiles,

Finalmente la Ley 30/1001, de 7 de julio, contiene la. nueva
redacción del articulo 90 del C6digo Civil. que dispone que las
resoluciones' de loa Tribunales eclesiásticos sobre nulidad. de
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matrimonio canónico o matrimonio rato y no consumado tendrán
liIficacia en el orden civil, a solicitud de cualquiera de las partes,
!li se declaran ajustadas al Derecho del Esiado en resolución
dictada por el Juez civil competente, de acuerdo a las condi­
ciones a que se refiere el articulo 9S4 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil, y la disposición adicional segunda. 2, de la misma
Ley ordena que, prEsentada la demanda por cualquiera de las
partec;, el Juez dará audiencia por plaza de l1u~' ... e :Has al otro
cényuge y al Fiscal: y si, no habiéndose formulado oposición.
apn;cia que la resolución es auténtica y ajustada al Derecho
del Estado. acordará la eficacia en el orden civil de la resolu­
ción eclesiástica, procejiéndose a su ejecución con arreglo a las
disposiciones del Código Cívit

3. El proceso ecles!il.stico iniciado por la demandante, la
denegación de cuyos efectos civiles por el Juzgado correspon·
d lente es el motivo del presente recurso de amparo, se inició
por demRnda de fecha anterior al Acuerdo con la Santa Sede.
mi"!ntras que la sentencia en dicho proceso recayó en 19UO, por
tanto, vigente va el Acuerdo, asi como la Constitución. No pode­
mos desconocer que la. valoración de. estos hechos pertenece
a la esfera de competencia del órgano judicial al que se atribuye
la violación del derecho fundamental. pero ello no es óbice
para que el Tribunal Constitucional pueda y deba tenerlos en
cuenta .en cuanto inciden en el mantenimiento y respeto del
disfrute de los derechos fundamentales. En efecto, la Ley apli.
cable en el presente caso por mandato del Derecho transitorio
a que acabamos cie aludir es la anterior al Acuerdo entre el
Estado y la Santa Spde. Cierto que no vamos a resolver aquí
un problema de legalidad. y somos conscientes de que, así como
la aplicaci¡)n del Derecho intertemporal procedente no elimina
sistemáticamente la posibilidad de inconstitucionalidad, porque
en el curso del proceso correspondiente. regido por la Ley ade­
cuada, se cometa una violación de un derecho o libertad sus­
ceptible de amparo, asl tampoco la mera inaplicabilidad de
derecho correspondiente engendra por sí sola violación cons-
titucionaL '

A este respecto hemos de reconocer que, si bien n.o aparecen
indicios de \-iolación del artículo 16.3 de la Constitllción espa­
í"Jola, pues la cooperación del Estado con la Iglesia Católica. no
implica automatismo en el reconocimiento de las resolucionRs
dictadas par los Tribunales eclesiásticos ni se ve de qué' macla
la negativa al reconocimiento de efectos civiles daí"Ja el princi­
piQ,-de igualdad del artículo 14 de la propia Constitución, ya
qUEl, antes al contrario, el fundamento de la resolución contra
la. que se ejercita el amparo es el de sometimiento de todos los
Tribunales españoles al Derecho del Estado, el precepto que
puede verse afectado M el del articulo 24, en cuanto garantiza
a todas las personas el derecho a obtener tutela efectiva de los
Jueces y Tribunales en el ejElrcicio de sus derechos e intereses
legítimos, lo que implica el reconocimiento de los efectos de las
resoluciones de los Tribunales predeterminados por la Ley por
todos los órganos del Estado. Si el reconoclmiento a los cató­
licos de someter sus relaciones matrimoniales a los Tribunales
eclesiásticos aparece reconocido en la lpgislación aplicable y si,
por otra parte, la obliJ2,'3.ciÓn de reconocer los efectos civiles
de las corr~spondientes resoluciones aparece también declarada.
la negativa a proceder de- esta suerte por parte de un órgano del
Estado. cuando se dan las circunstancias exigidas por dicha
legislación, debe ser remediada, aparte del problema de la
constitucionalidad misma de la normR de donde resulten aque­
1109 derechos o. dicho de otro modo, la constitucionalid~d del
Acuerdo entre Espafta y la Santa Sede a que nos venimos
refiriendo.

4. Esta Sala. en sentencia dictad e. en autos 85/1980, de fecha
28 de en<:,rQ de Hi81, publicada en el .Boletín Oficial del. Estado-.­
de 24 de febrero, ha hecho alusión a que el problema de la
transitoriedad ha de ser interpretado ..en nuestro tiempo mar­
gInando so!ucionf'S fáciTes apoyadas en la efeclividad de la
disposición dero~atoria de la Con~tituc~ón y evitando, sin daño
para el sistema v. desde luego. para la I'lrmonfa 1nstitucio'1al
que dice el artírulo 18.3 de aquélla, vados normativos, a la
espera de las nuevas rilgulaciones en la materia. Ciertamente,
aquellos preceptos, en un conjunto normativa que o~dece a
una redacción que tiene en el Concordato de 1953 su directa
inspiración, tienen en la base la confesionalidad del Estado y
una concepcién de la jurisdicción como qno de los ooderes del
Es+ado que no p<>decían por el ejercicio por los Tribunales ecle·
~i1.sticos de funciones que, en cuanto se proyectan en el orden
lurídi::o ci.vil, podrb.n entenderse proni.os de la ilirisdtcción
estatal•. Como "'xpresa dicha sentencia, los principios son, ahora.
los de a::onf"'sionalirlad y exclusividad iurisdiccional a los oue
resT'0nde el ACUf:'rdo eón la Santa Sedé. pero el tT'án~ito debe
h-"~c"rsF) CO'l ~xquis.to cuidado de evitar los vacíos a que se ha
aludido, <;icmpre q'.le no padezcan las libertades públicas y los
dere-:::hos fundamentales.

. s. .Hr;mos de reconocer que .el tema acotado de la constitu­
c!nn?llcJad o incomtitucionalidad del· Acueruo dt'll Estado esoa­
fial y la Santa. S!';de de 3 de enero de 1979 no presenta en e·sta
caso r:·sgos coincidentes con los qu'" afrontamos en aqu':Jlla
otra ocasión en la sentencia de la Sala a que acabamos de
referirnos y en la que expresament~ se dec!a que ..todo se ha
~esarrollado df''>de la entrada en vigor de la Constitución espa­
nola y a!"',tf'!1 d~ la v~g"'ncia d~l Acuerdo cnn la Santa Sede...• ,
por lo que, .no fundamentándose (la re~,o!ución recurrida) en
el :.o\:::uf:'l'do enn la Santa Sede, DO puede -:lntrar en ju"'go el
articulo 515 ';! de la LOTe_; oero en el ca30 de autos va herona
visto cómo la resoludón que se recurre se producÉl vigente

dicho Acuerdo y decide un caso lniciado antes de su entrada
en vigor, por lo que, en principio, es de aplicación el mismo, al
menos en cua.nto denne el derecho transitorio aplicable,

No podemos menos de constatar que este Acuerdo del Estado
9spaftol y la Santa Sede tiene rango de tratado internacional
Y", por tanto, como aprecia el Fiscal, se inserta en la clasifi­
cación del articulo 94 de la Constitución espat'\ola, sin que,
respecto a él. se haya. institucionalmente, denunciado ,estipu­
laciones contrarias a la propia Constitución ni procedido con­
forme al' artículo 95 de la misma, y, una vez publicado oficial­
mente el tra.tado, forma parte del ordenamiento interno..Este
Trj.bunal no debe, sin haber sido previamente requerido por los
órganos constitucionales previstos, entrar en el examen de la
supuesta contradicción cuando ningún órgano judictal ha plan.
teado cuesLón constitucional, ni la· han suscitado las partes.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA. .

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado y, con anulación del auto dic­
tado en 12 de rr..arzo de 1982 por el Juzgado de Primera Instan·
cia número 23 de Madrid, que declaró no haber lugar a la
eficacia en el orden civil de la sentencia canónica dictada
por el Tribunal Eclesiástico número 1 de Madrid-Alcalá, respec­
to al matrimonio contraído entre doña Catalina Maria Zorrilla. y
den Prudencia Rafael Ladin, d~vuélvase los autos al. referido
Juzgado a fin de que proceda a la ejecución de la sentencia
según el Derecho del Estado que resulte aplicaple al- caso v
teniendo Eln cuenta el momento en que se inició el proceso ante
RI TriTJunal Eclesiastico. anterior al Acuerdo' jurídico con la
Santa Sede y. a la Constitución.

Publíquese esta. sentencia en el .Boletín Oficial del Estado•.

Madrid, doce de noviembre 'de mil novecientos ochenta y
dC's-Jerónimo Arozamena Sierra.-FranciSco Rubio Llorente.­
Luis Diez-Picaza y Ponce de León.-Francisco Tomás y Vlilien­
te.-Plácido FornAndez Viagas.-Antonio Truyol Serra.-Firma­
dos y rubricadC'lio.

Voto particular que formula el Magistrado don Luis Díez­
Picaza y Ponce de León a la sentencia de 12 de noviembre de
1982 en el recurso de amparo número 1:31/82.

En el auto del Juzgado de Primera Instancia número 23 de
Madrid de 12 de mayo de 1982, contra el cual se interpuso el
recurso de a.mp~ro que ahora se resuelve, E11 Juez decretó no
haber lugar a acordar la eficacia en el orden cfvil dEl una sen­
tencia de nulidad matrimonial dictada por el Tribunal Ecle­
siástico número 1 del Arzobispado de Madrid-Alcalá de fe­
cha 13 de mayo de 1980, recaída en un proceso canónico que
debió iniciarse en el aí"Jo 1978. .

Las alegaciones sobre las que la recurrente fundamentó su
demanda de amparo const-ltucional fueron que la mencionada
decisión del Juzgado violaba el articulo 14 de la Constitución,
porque entrRñaba una discriminación por razón de religión, el
articulo 18.3 de nuestra primer texto normativo que establece
las relaciones de cooperación del Estado con la Iglesia católica
y el articulo 24 por no haber otorgado l~. tutela ludicial efec~
Uva.. .

Parece claro que el Juez no viola el sistema de relaeióñ en·
tre la Iglesia y el Estado que resulta de la Constitución ni por
ende el artículo 16.'3 pues no niega de p!ano la posible eficacia
en el ordf"n iurídico df:ll Estado de las resoluciones de los Tri­
bunales Eclesiásticos. Se limita a negarla en el caso concr€"to
y lo hace por entender que no lo permiten el artículo 80 dAl CC
v el 954 r!e la T.EC. Siendo esto asf, es claro -Que no co'oca a
doña CataJir'.a Zorrilla Vi!larr{!al en ninguna' situación de dis-.
crimínR,ción por razón dEl religión y que el problema que en
nuestra sentencia puede cuestionarse es el relativo al articulo 24
de la Constitución. La jurisprudencia de nuestro Tribunal acer­
Ca del articulo 24 de la Constitución ha sei\a1ado en multltud
de ocasiones que el referido precepto constitucidnal da derecho
al ciudad'lno a obtener de los Tribunales de Justicia una re­
solución fundada. pEro én modo alguno una resolución que 'sea
acorde con 1.as pretensiones por él sostenidas. Por supuesto la
resolución ha de haber sido dictada en un proceso en el que
se hayan ob!>ervado las necesarias garantías procesales.

No existe dificultad especial para entender que el artículo 24,
al hablAr de unA. tutela efectiva, otorga el derecho a que las
sentenciHs dictadas sean cumplidas y, por consegulente, que
constituye v\:)hción del artfculo 24 de la Constitución la total
omi<;lón dfll cumplimiento de una. sentencia ludlcial firme y' es
p.J!>ible idantifirar €"jecuci6n de una sentencia en términos ge­
nerales con dotfl.ción da efi-:acia en el orden civil a los fallos
de los Tribu'"lalr's Can~nicos. Sin embargo, no hay qUEl olvidar
qUe para proC',:,der a la ejecución de una sen\encla puede !'ler
pr-8ciso cumplir una serle de requIsitos estatuidos por el De·
recho POSitiVO. La homologación dr,l cumplimIento de tales re­
quisitos v la ir1t~rpretadón de las normas que los establpcen
es una cU"'stión de lf'.galidad o-rdi:"lllrla y una función jurisdic­
cional estriCta., en la cual pste Tribunal no puede, ni d'~be

entrar, pcrqW:J no es función suya, en la preservación del
articulo 24, valorar la secuencia del proceso interpretativo y
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de- aplicación del derecho que hayan realizado los tueces ..a
quo-, Si esas operaciones han sido erróneas, se producirá una
infracetón da la legalidad ordinaria, que tendrá sus medios de
subsanación en los procesos y recursos ordinarios.. pero que
en modo alguno es una violación de la Constitución.

Colocados enaste plano. debernos se~alar que un 1uez que
aplica el articulo BO del ce y el 954 de la LEC para d9Cidirsi
una. sentenCia es o no es ejecutable. no está violando la Cons·
tituci6n, sino únicamente realizando una interpretación del De·
racho interno que puede s~r más o menos correcta. Claramente
ésta es laaituación de una aplicación retroactiva del artículo 80
del CC: puede ser incorrecto C'úmo aplicación de la legalidad
ordinaria, pero no es una violaci6n de la Constituci6n. Lo 8n·
terior es todavía més claro si so observa el problema del auto
del Juez número 23 de Madrid fue un problema de derecho
transitorio de los acuerdos jurídicoB establecidos entre el Es­
tado espa:i\ol y la Iglesia cat6lica, de manera que se ha dado
vigencia tnm,pdiate a una norma que por sí sola no la tenia
respecto de los procesos anteriores. Las operaciones de apIlea-

~i6n del derecho y de selección de la norma aplicable que el
Juez puede haber realtzado constituyen mfracciones de ia le­
galidad ordinaria en todo caso, pero creemos que no s'.ln por
si solas viola..ciones de la Constitución. Podrán serio (,:ondo
conduzcan a una vulneración de un derecho fund;Jmr>l"J:al de
corit.enido sustantivo (v. gr. la libertad de expresión d,_,: p¡:>n·
samlento), porque entonces la suprema defensa de taJe~ d,:,re·
chos que n06 está encomendada, nos obliga a aplicar, o rec­
tificar, en su caso, la legalidad ordinaria, pero no hay vulne­
ración del derecho al proceso y a las garantías procesajr'~ del
articulo 24 de la ConstItución por el hecho de que un juez
seleccione mal la norma apli~ble o Ja interprete mal.

Por todo Jo expuesto entiendo que tol recurso' de amp"ro ha
debido ser desestimado.

Madrid doce de noviembre de mil novecientos ocher.ta y dos.
Luis Diez PIcazO.-Rubrícado.-Me adhiero al' voto partic.ular
de mi col':'ga don Luis Diez Picazo.-Madrid, fecha ut supra,­
Francisco Rubio Llorente.-Rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

La Sala Segunda del Tribun""l Constitucional, compuesta por
don Jertmimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Francisco Tomás y Valiente, don Plácido
Fernández Viagas y don Antonio Truyol Serra,_ Magistrados, ha
pronunciado '

32607 Sala Segunda, Recurso de amparo número 258/1981.
Sentencia numero 8711&82, de 15 de noviembre.

grosa y doña Juana Egea Guillermo, representadas por la Pro·
curadora doña Elise. Hurtado Pérez y bajo la dirección del Abo­
gado don Luis Enrique de la Villa en solicitud del tiempc que
permanecieron en situa'Gión de excedencia por razón d~ matri­
monio en el Servkio del Mutualismo Laboral; y en el que han
comparecido el Mtnisterio Fiscal, el Abogado del EstHdo y el
Instituto Naclonal de la Seguridad Social, representado por el
Proc?rador don Ramiro Reynolds de Miguel, siendo ponLn te el
MagIstrado don Anton10 Truyol Serra, quien expresa el pare·
cer de la Saja.

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por doña Luisa Devesa
Santos, doña Manuela Román Gosálvez, doña Maria del Alcá­
zar León López, dañe Beatriz Pérez Garda, dofia María Teresa
Fuster' Gomes, doña Carmen Conesa Martín, doña Magdalena
Carda Sanz, dofla Adela Serrano Esquembre, dañe Mana Rosa
Perales Font, doña Margarita Riera de Leyva, doña Juana Diaz
Piqueras, doña Maria Paloma Ramirez Olivera, doña Maria
Pilar Castillo Rojas, doña Maria Asunción Maldonado Fortu·
ny, doña Concepción Vidal Tort, dófta Maria Teresa Altés Sa­
lafrance, do~a Maria Angeles Otal Lacambrll. doña Antonia
Castells Camps, doña Bienvenida Riera Morros,- dofia RosarIo
Pi Puigbonet, doña Emilia Campos Alemany. dofia Agustina
Bescós Mambrona, doña Maria Pilar Alpuente Vázquez, dofia
María del Roser FreixBs Caudier, dofta Margarita Carrera Sán·
chez-Cuello. doña Maria del Carmen Curet Revira, do1\a Car­
men Lagos Rueda. dofia Mirade Gispert Eascual, doña María
Teresa Domingo Ortega, dofia Maria de los Angeles _Puñeda
Sáenz, doña Maria Mercedes Lubián Mérquez, dofia María del
Carmen Luengo Partearroyo, doña Josefina Miguel Cuesta. doña
Maria de los Angeles Rey Martinez. doña María de la Con·
solación Albendea Pabón, doña Carmen Márquez Labe.jo, doña
Pilar Perez Bayo, dofl.a Maria del Carmen del Val Sol, -doña
Africa Hueso Lanciego, doña Ricarda Pilar Me.rtin Rodríguez,
do:na Exaltación Segurado Contra, doña María Teresa Mota
Caray. doña Elena Blanco Rodríguez, doña Maria Gloria La­
pieza Carda, doña Esther Hurtado Zabala, doña Maria Victo­
ria del Castillo Fel nández, do:i'\.ª An~ela Amparo Herrero Gon­
zélez, dañe. Francisca Campos Malina, dofia Marré' Concepción
Cal.....o Garcia, doña Valentina de Guinea Tychsen, doña Fidela
Aguirre Garralda, doña Maria del Carmen Mota Caray, doña
Ana Maria Fernández Serrano, doña Adela Rodríguez Sanz,
do"',a María Paz Wunsch SAez. doña Amparo SAnchez Pascual,
doña Marf8' Francisca Riera de Leyva, dof'la Angeles Vázquez
HernAndez, doña Beatriz Mata Ge.rcia, dofia Irene Herrera Al­
sina, dofia Maria de los Angeles Hierro Alonso, doña María del
Pilar Ruiz GonzAlez. doña Rufina Na'l:ivfdad Cuesta Maside,
doña Francisca. Orh-e- López, do1'1a Caridad Páez Carda, doña
Maria de los AngE'les Blázquez Rulz, doña María del Carmen
Bh\zquez Ruiz, doña. Purificación Moncarda Aragonés, doña Ma­
ria Justina Pérez. Nieto. doña Rosalfa de España Carretero,
dot!.a Julia de Anfomo Menéndez, doña Marfa Asunci6n Bléz­
quez Ruiz, dofta Bpnita Ort*"ga Pallarés, do1'1a: María del Car­
men Arias Momn. dañe Consuelo Alonso Fernández, doña Ma·
ría Ascensión Sotoca Pérez, doña Josefina GonzAlez: Zamora.
doña COflsuelo Muñiz Fernéndez, dotia Maria Concepción Duar­
te Alva'l"ez, doña -Carolina Rubio Camino, dofia Manuela Car­
men Escotet Iglesies, doña Soledad Martinez SUl\rez. doña Ra·
quel Diaz Sénchr:'z. doña María. Jesús Lobón Carro, doña Maria
Teresa Calleja Chamon, doña Juana EVEm-gelista Prieto SAn­
chez, dofta María del Rosario SAnchez ConzAlez, doña. Elda Isa­
bel Villagarcfa Urpta, doña Maria Asunción Pérez CerdAn.
doña: María Mercedes Larrañaga Bajineta, doña German9. Sán­
chez del Puerto, doña Msría Luisa Ruiz Apezteguia, doña Ma­
ría Soledad González MOfando. doña Josefa Teresa LB.n"6ñaga
Cortajarena. doña Ca'Tmen Salcedo Salcedo, doña Consuelo
Marzo Clemente, doña Desamp!lrados Martínez Navarro, dada
Carmen Sa!1chis Clari. doñrl }..fe!'ía del Carmen Daries Rodrí­
guez dofia Ef,ther Castro Carbo. doña Mercedes Lázaro Valle,
dañe. Matilde Gullén Jalón, doña Emilia Gordillo Morillo, doña
Maria del Rosario García Martinez. doña María Espuch Torre-

ANTECEDENTES

1. Con fecha 19 de octubre de 1981, la Procuradora de los
Tribunales doña Elisa Hurtado Pérez, en representación de 106

cfuncionarias antes enumeradas, del extinguido Servicio del Mu­
tuahsmo Laboral (hay sustituido por el Instituto Nacional de
la Seguridad SoclaD, presentó ante este Tribunal Constitucio­
nal (Te) demanda de amparo contra los actos del Instituto
Nacional de la Seguridad Social y de la Mutualidad de Previ­
sión de Funcionm-ios del Mutualismo Laboral (de 19 y 6 de no­
viembre de 1980, respectivamente) por violaci6n del principio
de igualdad ante la ley, reconocido' en el articulo 14 de la
Constitución (CE).

2. La pretensión de las recurrentes se funda en los s;guien­
tes hechos:

Las 106 hoy recurrentes en ampe.-ro ingresaron en su día
como funcionarias del extinguldo Servicio del Mutualismo La­
boral. Cuando en su dia, cada una en su respectiva categoría,
contrajeron matrimonio, la Direcci6n del Servicio les comu­
nicó su pase forzos,o a Je. situacién de exc;edencia por mfdrinw-·
nio, en aplicación de los entonces vigentes Estatutos de Per­
sonal, aprobados por Ordenes de 15 de agosto de 1919, de 11
de abril de 19M y 31 de julio de 1959; pase que trajo consigo
la ba'ja en los Seguros Sociales y en el Mutualismo Laboral
(hoy, Régimen Genp.ral de le, Seguridad SaciaD.

Durante el· períüdo respectivo, las recurrentes permenecieron
en la indicada situación de excedencia, a pesar de la Ley 561
1961. sobre igualdad de derechos civiles, políticos y de trabajo
de la mujer, y del Decreto 258/1962, de 1 de febrero, ya que el
Servicio del Mutualismo LaboraJ se neg6 siempre a readmitir­
las, basándose en la 1rretroactividad de estas disposiciones;
criterio que fue inicialmente confirmado por la sentencia del
Tribunrol Supremo {Sala VIl de 5 de lunio de 1968.

Mientras doña Agustin8' BescOs Mambrona, doi'ie. A~ca Hue­
so Lanciego y doña Asunci6n Sotoca Pérez {que llevan los nú­
meros 22, 39 Y 16. respectivamente, en la lista de recurrentes}
reingresaron por viudedad o separación matrimonial. las de­
más lo hicieron a petición propia por aplicación de la dispo­
sición transitoria 5.- del nU3VO Estatuto de Perso;¡aJ del
Mutualismo Laboral de 31 de iuHC" de 1970; disposición qur, con­
dicionaba el reingreso a su necesidij.d porcircunste.ncias fami­
liares, a la devolu.clón de la dote otorgada al producir:",' la ex­
cedencia y a la superación de las correspondientes pruebas de
aptitud.

Producido el reingreso de las recurrentes, éstas han pres­
tado sus servkios con normalidad, primero al So:.orvício del Mu­
tualismo Laboral, y, posteriormente, tras la reforma ·operAda
en la gestión de la Segundad Social por el Real Decreto-]py 3(1/
1978, de 16 de noviembre, y con efectividad de 1 de octubre de
1979 (según Orden de 9 de septiembre de 1979), al Instituto Na·
cional de la Seguridad Social.

Como consecuenria de este reingreso, las recurrentes piclie­
ron que se computas;e el til?mpo· de excedencia por mm"imO:1lO
a efectos de antigüedad (.premio de constanciad y derechas
de seguridad SOCIal. a lo que se negaron succsiv.amente el Ser­
vicio del Mutualismo T.aboral y el Instituto Na::lOnal de! la Se­
guridad Serial, ba'Sán:do~e en la disposición adicionAl ?E'1 De­
creto 258/]962 v en la dispr-sici6n transitoria 5.a del F>l'lt\ltO
de P<,:,son&l de :n de 1ulio de 1970, norml:'ttiva se~ú,,- la n:r;~l ~l
rei'1l!rpf'o e..'1. elser:vicio activo Sf' produciría con 1ft cat'~go)-ja

admjn;~trativa y anti¡;;üerlad que se Olt'tentase en lti fecha del
pase 6 la situación de excedencia.


